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CAPÍTULO I

Marco contextual
1.1 El Juzgado de Paz

Al Estado le corresponde asegurar la protección de los derechos de las personas, aun en litigios de poca cuantía o de poca importancia. Para esos fines, el Juzgado de Paz, es uno de esos órganos especializados y su jurisdicción se enmarca dentro del primer grado. 

1.2.  Antecedentes


´´ El Juzgado de Paz, es uno de los órganos de Administración de Justicia más antiguo. La Constitución del año 1844, se limitó a que leyes adjetivas organizaran y señalaran sus atribuciones. Correspondió a la primera ley de Organización Judicial, la número 41 de junio del año 1845, la tarea al respecto. ´´1
En sus primeros tiempos se les denominó Alcaldías Constitucionales de Comunas, y mediante la ley Número 159, del año 1848, en su Artículo Número. 21, se hizo una división de atribuciones en conciliatorias y judiciales. A partir del 24 de abril de 1852, mediante la ley Número 270, estas atribuciones y otras que se adicionaron, fueron sustancialmente ampliadas. Hacia el año 1947, mediante la ley número 1337, Gaceta Oficial número 6575, se cambió la denominación de Alcaldía por la de Juzgado de Paz.

Con ese nombre y con una competencia bastante extensa, actualmente se desempeñan estos tribunales, a los cuales se les tiene asignada la menor jerarquía dentro de la escala de la Organización Judicial Dominicana.

1.2.1 Estructura

En cada Municipio del territorio nacional habrá por lo menos un Juzgado de Paz, así como también dentro del perímetro que corresponde al Distrito Nacional.

La Ley número 821 de noviembre del año 1927, que crea la Ley de Organización Judicial, establece todo lo referente a la estructura y funcionamiento del Juzgado de Paz. Cada Juzgado de Paz estará compuesto por un Juez de Paz titular y dos suplentes.

El Ministerio Público en cada Juzgado de Paz, en todas las materias en que sea necesaria su actuación estará representado por un funcionario llamado fiscalizador.

En caso de falta temporal del fiscalizador o cuando este se encuentre imposibilitado para ejercer sus funciones, el Procurador Fiscal Adjunto del Distrito Judicial Correspondiente, encargará a una persona que reúna las mismas condiciones morales que aquel, para que actué en su reemplazo.

Forman también parte imprescindible de la estructura del Juzgado de Paz, un Secretario y Secretarios auxiliares, estos últimos en el número que la ley de gastos públicos establezca.

Además, habrá Alguaciles de Estrados (dos por lo menos) y Ordinarios que son los Ministeriales, los cuales se encargan de hacer las citaciones de comparecencia y de notificar los autos o sentencias que emanan del Juzgado de Paz.

1.2.2 Jurisdicción

De acuerdo con la Constitución Dominicana, se dispone de Juzgados de Paz para el Distrito Nacional y para los Municipios. Leyes adjetivas han creado más de un Juzgado de Paz dentro de un municipio y en consecuencia son divididos en circunscripciones.

Como es una jurisdicción de primer grado, en muchos casos la ley señala que sus decisiones son recurribles en apelación por ante el Juzgado de Primera Instancia. No obstante también, en muchos casos conoce de los asuntos en única instancia.

Dentro de su jurisdicción normal, el Juzgado de Paz, en materia penal, conoce de las contravenciones, o sea, actúa como tribunal de simple policía. Pero, prácticamente, se ha convertido en un tribunal mixto, puesto que conoce además, de casos en atribuciones correccionales en cuyo caso actúa como tribunal de excepción.

En materia Civil y Comercial conoce de todas las acciones personales o mobiliarias, en única instancia. Por último recordar, que en materia de trabajo, actúa como tribunal de primer grado de jurisdicción para conocer de los asuntos que sobrevengan con motivos de un diferendo en un contrato de trabajo.

1.2.3 Competencia

La competencia de un tribunal, es la aptitud legal que le asigna la misma ley para que conozca de un caso específico con exclusión de otros. Esta competencia de las jurisdicciones de juicio, se encuentra ligada a la forma en que ellas están organizadas en nuestro sistema jurídico.

Las reglas de la competencia, en toda materia, son de orden público, porque han sido establecidas en el interés general de los individuos que habitan el país.

1.2.4 Competencia en materia penal

El legislador dominicano ha tenido en cuenta diversos factores para establecer competencias que tengan la aptitud suficiente para conocer los casos sometidos a su consideración.

Existe un primer criterio que toma en consideración la naturaleza y gravedad del hecho delictuoso y de ahí determina la competencia material o ratione materiae; un segundo criterio relacionado con el lugar del hecho y de donde se infiere la competencia territorial o ratione loci; y un tercer criterio que toma en cuenta la persona del supuesto infractor y fundamenta la competencia personal o ratione personae.

El Juzgado de Paz conoce en materia correccional de ciertos delitos que de manera muy limitada, algunas leyes especiales le atribuyen competencia. La competencia territorial del Juzgado de Paz se circunscribe a los asuntos que sucedan dentro de su Municipio o Circunscripción. Por último se tiene la competencia en razón de la persona, es decir, a cual de los Juzgados de Paz del país le corresponde tomando en consideración la persona o domicilio del demandado o del demandante según sea el caso.

En materia penal el asunto de la competencia es de orden público y por tanto imperativo para las partes litigantes, pero, no obstante, existen excepciones a estos principios. Por ejemplo, en caso de indivisibilidad o conexidad.

Podría presentarse que un Juzgado de Primera Instancia conozca y falle una contravención calificada en principio como delito. Ahora bien, si el Procurador Fiscal, la Parte Civil o el Prevenido, no pidieren en su momento la declinatoria al Juzgado de Paz, el Tribunal de Primera Instancia por una prorrogación de competencia fallaría correctamente el asunto.

Otros casos aceptados como excepcionales son: la regla de que el juez de la acción es el juez de la excepción. Es decir que, un Juez que conoce de un asunto puede perfectamente conocer todas y cada una de las cuestiones de las excepciones que le sean sometidas. Otro caso, sería el de envió y declinatoria.

Es decir, en aquellos litigios en que la Suprema Corte de Justicia como tribunal de casación puede enviar o declinar un asunto a otro tribunal por motivos de seguridad pública. En ambos existe atribución de competencia y al mismo tiempo una prorrogación de competencia.

El artículo número 75 de la ley Número 76-02 del nuevo Código Procesal Penal, los Jueces de Paz son competentes para conocer y fallar en materia penal

· Del Juicio por contravenciones.

· Del juicio por infracciones relativas al tránsito de vehículo de motor

· Por infracciones relativas a asuntos municipales; del control de las investigaciones en los casos que no admitan demora y no sea posible lograr la invención inmediata del Juez de la instrucción competente.

· De la solicitud de las medidas de coerción, en los casos que no admitan demora y no sea posible lograr la intervención inmediata del juez de la instrucción, o que resulte conveniente para facilitar la participación de todos los intervinientes.

· De los demás hechos punibles cuyo conocimiento y fallo le son atribuido por las leyes especiales.

· ´´Ciertos delitos correccionales, cuando la ley lo ordena en especial por el tiempo de durabilidad de las heridas (menor a 10 días) o por su simplicidad´´2.

1.2.4.1 En Materia Civil y Comercial
· La atribución de las acciones mobiliarias o personales.

· Asuntos inapelables. Artículo número 1 del  Código de Procedimiento Civil, hasta RD$3000 y apelación hasta RD$20,000.

· Asuntos inapelables hasta RD$3000 pero apelables por cualquier cuantía según el tipo de acciones. Artículo número 1 párrafo 2 del Código Procedimiento  Civil.

· Asuntos inapelables hasta RD$3000 y apelables hasta RD$20,000. Artículo número 1 párrafo 3 del Código Procesal Civil.

· Asuntos inapelables hasta RD$3000 pero apelables por cualquier suma a que ascienda la demanda. Artículo número 1 párrafo 4 del Código Procesal Civil.

· Asuntos siempre apelables (artículo número 1 párrafo 5 del Código Procesal Civil).

· Demandas reconvencionales o sobre compensación Artículo número 1 párrafo 6 y párrafo 7 y 8 del  Código Procedimiento Civil.

· Funciones administrativas y extrajudiciales, Actos de Notoriedad, Consejos de Familias, Registro de Estampas.

· Extranjero sin domicilio es República Dominicana

Una vez establecidas las normas generales de competencia del Juzgado de Paz, dentro de la misma materia civil y comercial, a competencia de atribución y territorial.

Primero: La competencia normal del Juzgado de Paz, en materia civil y comercial. Es aquella en que el monto del asunto apoderado asciende a la suma de Tres Mil pesos y apelables hasta mil pesos y son los siguientes:

· Las contestaciones que surjan entre hoteleros o fondistas y huéspedes o los concernientes a gastos de posada y perdida o avería de efectos depositados en el mesón o posada.

· Entre los viajeros y los conductores de cargas por agua, tierra, por demora, gastos de camino y perdida o avería de efectos de los viajeros. entre estos y los talabarteros, fabricantes de órganos y serones, por suministros, salarios y reparaciones de aperos y objetos destinados al viaje.

Segundo: El Juzgado de Paz es competente para conocer los asuntos inapelables hasta Tres Mil pesos, pero apelables por cualquier cuantía. A saber:

· Las acciones sobre el pago de alquileres o arrendamientos, desahucios, demandas sobre rescisión de contratos de arrendamiento fundadas únicamente en la falta de pago de los alquileres o arrendamientos:

· Los lanzamientos y desalojo del lugar y 

· Las demandas sobre validez o nulidad de embargo de bienes muebles que se guarnecen en lugares alquilados.

Si el valor principal del contrato de arrendamiento consistiere en frutos o géneros o prestación en naturaleza, estimable conforme al precio del mercado, el avalúo se hará por el valor del día de vencimiento de la obligación si se trata de pago de arrendamiento. En los demás casos se practicara por el precio del mercado en el mes que precede a la demanda. 

Si el precio principal del contrato de arrendamiento consistiere en prestaciones no estimables por el precio del mercado o si se tratare de contratos de arrendamientos a colonos y aparceros el Juez de Paz determinara su competencia, previo avalúo se practicara por peritos. Cualquier recurso que pueda interponerse contra la sentencia de desahucio no será suspensivo de ejecución.

Tercero: Asunto inapelables hasta tres Mil pesos y apelables hasta mil.

· Las indemnizaciones reclamadas por el inquilino o arrendatario, por interrupción del usufructo o dominio útil, procedente de un hecho del propietario, cuando el derecho no fuere contradicho.

· De los deterioros o las perdidas en los casos previstos por artículos números  1732 y 1735 del Código Civil. No obstante, el Juez de Paz no conoce de las pérdidas causadas por incendio o inundación, sino entre los límites que establece el periodo capital del artículo número uno.

Cuarto: Asuntos inapelables hasta Tres Mil pesos y apelables. Por cualquier suma a que ascienda la demanda.

· Las acciones sobre reparaciones locativas de las casas o predios rústicos colocados por la ley a cargos del inquilino.

· Sobre las contestaciones relativas a los compromisos respectivos entre los jornaleros ajustados por día, mensual o anualmente y aquellos que los hubieren empleado; entre los dueños y sirvientes o asalariados. Entre los maestros de oficio y sus operarios o aprendices.

· Sobre las contestaciones relativas a criaderas, sobre las acciones civiles por difamación verbal y por injurias públicas, verbales o escritas, que no sean por medio de la prensa. De las mismas acciones por riñas avías de hechos y todo ello cuando las partes ofendidas no hubieren intentado la vía representativa.

Quinto: Asuntos siempre apelables.

· De las obras emprendidas durante el año de la demanda sobre el curso de las aguas que sirven de riego a las propiedades y al impulso de las fabricas industriales o al abrevadero de ganados y bestias en los lugares de crianza sin perjuicio de las atribuciones de la autoridad administrativa en los casos que determinen las leyes y reglamentos particulares.

· Sobre las denuncias de Obra nueva, querellas, acciones en reintegranda y demás interdictos posesorios fundados en hechos cometidos dentro del año.

· De las acciones en delimitación y las relativas a la distancia prescrita por la ley, los reglamentos y la costumbre de los lugares, para la siembra de árboles o colocación de empalizadas o cercas, cuando no surge contradicción alguna sobre la propiedad o los títulos.

· De las acciones relativas a las construcciones y trabajos enunciados en el artículo número 674 del Código Civil, siempre y cuando la propiedad o el derecho de medianería de la pared no fueren contradichos y

· De las demandas sobre pensiones alimenticias, siempre que no excedan de la suma de mil pesos anuales y únicamente cuando se intenten en virtud de los artículos números 205, 206, y 207 del Código Civil.

Sexto: Demandas reconvencionales o sobre compensación. Conoce de toda demanda reconvencional o sobre compensación que por su naturaleza o cuantía estuviere dentro de los limites de su competencia, aun cuando en los casos previstos por este dicha demandas, unidas a la principal, exceda la cantidad de  diez mil pesos.

Conoce además, cualquiera que sea su importancia, de las demandas reconvencionales sobre daños y perjuicio basados exclusivamente en la misma demanda principal.

Cuando una de las demandas principales, reconvencionales o sobre compensación, estuviese dentro de los límites de la competencia de los Juzgados de Paz en última instancia, se decidirán sin apelación. Cuando una de estas demandas no pudieren juzgarse sino a cargo de apelación, el Juez de Paz se pronunciará sobre todas ellas a cargo de apelación.

Cuando la demanda reconvencional o de compensación excediere los límites de la competencia del Juzgado de Paz, aquel podría dejar de pronunciarse sobre lo principal, o bien mandar que las partes recurran por el todo, ante el tribunal de Primera Instancia.

Cuando la instancia incoada por una misma parte contuviere diversas demandas, el Juzgado de Paz, juzgará a cargo de apelación, si el valor total excediere de Tres Mil pesos, aunque alguna de estas demandas fueren inferiores a dicha suma.

1.2.4.2 El Juzgado de Primera Instancia

Estos son desempeñados por un Juez, pero es evidente que cuando están divididos en cámaras habrá un juez por cada una de las cámaras. También tendrá cada cámara su secretario, alguaciles y empleados que tenga a bien nombrar el La  Suprema Corte de Justicia, y   Funcionan en la cabecera del Distrito Judicial.

1.2.4.3 Requisitos para ser Juez de Primera Instancia

 Para ser juez de primera instancia se requiere ser dominicano, hallarse en pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos, ser licenciado o doctor en Derecho y haber ejercido la profesión de abogado durante dos años o haber desempeñado por igual tiempo las funciones de Juez de Paz o fiscalizador.

El artículo  número 73 de la Constitución de la República Dominicana, dispone que la ley determinará su número, organización y cámaras en que podrán dividirse. Son actualmente unipersonales, esto es, desempeñados por un juez, conforme lo dispuesto por el artículo número 44 de la Ley de Organización Judicial referida por la Ley número 25 de 1930. 

Según lo dispone el artículo número 43 de la Ley de Organización Judicial referida por la Ley número 248 del año 1981, los Juzgados de primera instancia de los Distritos Judiciales correspondientes al Distrito Nacional, Santiago, La Vega, Duarte, Puerto Plata, Barahona, San Juan de la Maguana, San Cristóbal, El Seybo, San Pedro de Macorís, La Romana, Valverde, Espaillat  y Monte Cristy, se dividen en cámaras en la siguiente forma: el Distrito Nacional cinco Cámaras Civiles y Comerciales, una de Trabajo y diez penales; el de Santiago, dos Cámaras Civiles, Comerciales y de Trabajo y tres Penales; en el de La Vega, una Cámara Civil, Comercial y de Trabajo y dos Penales; en el de Duarte, una Cámara Civil, Comercial y de Trabajo y dos Penales; en el de Puerto Plata, una Cámara Civil, Comercial y de Trabajo y una Penal; en el de San Cristóbal, una Cámara Civil, Comercial y de Trabajo y una Penal; en el de Barahona, una Cámara Civil, Comercial y de Trabajo y dos Penales; en los de San Juan de la Maguana, El Seybo, San Pedro de Macorís, La Romana, Valverde, Espaillat y Monte Cristi, una Cámara Civil, Comercial y de Trabajo y una Penal. 

1.3 Tribunal de Tierras

Tiene una Organización Judicial distinta a los demás tribunales. Su competencia es departamental, tanto en primera instancia, como en revisión y apelación.

Los Jueces del Tribunal de tierras tienen un papel activo contrariamente a los jueces de derecho común, esto es, que en un saneamiento tienen facultad para perseguir y buscar las pruebas que estime de lugar para su mejor edificación, en razón del carácter de orden público del procedimiento, por lo que ´´pueden hasta llegar a la adjudicación de derechos de personas que no lo han reclamado, siempre y cuando al amparo de las pruebas y documentos aportados al expediente así lo considere legalmente correcto.´´3.

Los Jueces de Jurisdicción Original o jueces residentes como también se les llama, no tienen competencia propia en un determinado territorio. El Presidente del Tribunal Superior de Tierras confía los expedientes a estos jueces residentes de acuerdo con la conveniencia del asunto en litigio. El abogado del Estado hace las veces de representante del Ministerio Público por ante el Tribunal de Tierras.

Es preciso señalar que los órganos encargados por la Ley de Registro de Tierras para operar en estos tribunales son: los jueces del Tribunal Superior de Tierras, los jueces de Jurisdicción Original, el Abogado del Estado, los Registradores de Títulos, la Dirección General de Mensura Catastral, los Secretario y empleados para operar en ellos.

La competencia de este tribunal de excepción, abarca todo lo referente a los problemas de tierras. Su competencia comprende: los procedimientos relativos al saneamiento y registro de todos los terrenos, construcciones y mejoras permanentes, o de cualquier interés para ellos;  procedimientos de mensura; deslinde y partición de terrenos comuneros. 

Además de depuración de los pesos o partición de terrenos comuneros; depuración de los pesos o títulos de acciones que se refieran a terrenos comuneros, conoce de la litis sobre terrenos registrados; y de todos los demás procedimientos y casos específicamente en la ley de tierras.

1.4 El Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original

Estos Tribunales  están compuestos por un Juez denominado de Jurisdicción Original. Es un Tribunal unipersonal. Cumple la misión de instruir y fallar en primer grado todos los asuntos para los cuales sea designado por auto del Presidente del Departamento del Tribunal Superior de Tierras al cual pertenezca. Esta vinculación departamental se determinará por el lugar donde el Juez de Jurisdicción Original tiene su residencia.

La Ley de Registro de Tierras no limita el número de Jueces de Jurisdicción Original que habrá en todo el territorio nacional. En el artículo número 13 dice: Habrá tantos Jueces de Jurisdicción Original como fuere necesario y lo permita la ley de Gastos públicos. Tendrán las mismas facultades que la ley de registro de tierras confiere al Tribunal de tierras. En la actualidad en el Tribunal de Jurisdicción Original existen 2 salas  contenidas en la sala Número 1 y sala Número 2 encontrándose dos jueces de Jurisdicción Original para conocer y fallar las decisiones de su competencia en el Departamento Norte de Santiago.


Obviamente, los Jueces del Tribunal de Jurisdicción Original dictaran sus Decisiones con toda la autoridad de un Magistrado de la República. Lo harán siempre en nombre de la Republica Dominicana, igual que los del Tribunal Superior. Sus decisiones llevaran el sello del Tribunal de Tierras, y estarán firmadas por el Juez y el secretario del Tribunal o por un Secretario Delegado de éste. 

Ahora bien, las Decisiones de los Jueces de Jurisdicción Original no tendrá fuerza ejecutoria hasta tanto no sean revisadas y aprobadas por el Tribunal Superior de Tierras correspondiente, salvo las excepciones previstas en la Ley, o cuando se trate de medidas relativas a la instrucción de la causa. De ahí proviene el criterio de que los Jueces de Jurisdicción Original no dictan sentencias, sino proyectos de sentencias.

1.4.1 Competencia de los Tribunales De Tierras de Jurisdicción Original de Santiago

Son tribunales con plenitud de jurisdicción, designados mediante auto del Tribunal Superior de Tierras, para conocer de los procedimientos que establece la Ley de Registro de Tierras, como son el saneamiento, las litis sobre terrenos registrados, sin importar la ubicación de estos.

Existen 29 jueces de Jurisdicción Original distribuidos en 21 localidades dentro del territorio nacional: San Juan de la Maguana, Azua, Baní, Barahona, San Cristóbal, Bonao, Santo Domingo, El Seybo, Higuey, San Pedro de Macorís, Monte Plata, La Vega, Moca, Santiago, Nagua, Puerto Plata, Montecristi, San Francisco de Macorís, Mao, Cotui, Santiago Rodríguez.

Los Jueces de Jurisdicción Original de Santiago, al igual que los demás jueces de su categoría son apoderados de los expedientes, mediante un Auto dictado por Presidente del Tribunal Superior de Tierras del Departamento Norte, entre sus atribuciones estos ordenaran citaciones, avisos y cualquier asunto que se formule en relación a los mismos.

Todas las ordenes, decisiones o fallos de los Jueces de Jurisdicción Original, salvo las excepciones previstas en la Ley 1542 de Registro de Tierras serán revisadas por el Tribunal Superior de Tierras correspondiente, quien además conocerá de las apelaciones que se interpongan contra esos fallos y la conocerá en Audiencia pública como lo indica la referida Ley.

Además conocerán de los nuevos juicios cuando les sean ordenados. Por otra parte las excepciones son pautadas por los Artículos números 15, 105, 238, 255 de la Ley de Registro de Tierras y son las siguientes:

“Decisiones sobre las medidas de la instrucción de la causa. Se refiere a sentencias preparatorias que no juzgan el fondo del asunto que esta conociendo el Juez de Tierras de Jurisdicción Original, porque con estas decisiones no se le atribuye derecho a las partes, sino que su objetivo es sustanciar el expediente para fallar al fondo conforme al cumplimiento de la Ley´´4.

· Decisión sobre partición de terrenos comuneros cuando se trata de una decisión de esta naturaleza la cual ha sido dictada por un Juez de Jurisdicción Original. Esta es dictada en instancia única y el Tribunal Superior de Tierras no tiene facultad para revisarla además no es susceptible del recurso de apelación.

El Juez no decide ningún conflicto o contradicción debido que solo hace los cálculos de los Títulos de pesos o acciones ya validos por la sentencia definitiva mediante la cual se hizo la depuración.

· Decisión en materia penal por causa de delito de audiencia. El Tribunal Superior de Tierras no tiene competencia para revisar una decisión dictada por un Juez de Jurisdicción Original en caso de delito de audiencia. Estos delitos son inapelables y esta contemplado en el artículo número 238 de la Ley de Registro de Tierras.

· Decisión dictada en apelación por causas de acciones posesorias. La decisión por un Juez de Jurisdicción Original con motivo del conocimiento de una apelación contra una sentencia evacuada por un Juez de Paz, en primer grado que resuelva cualquier acción posesoria que le interpongan, conforme a los artículos número 254 y 255 de la Ley de Registro de Tierras, el Tribunal Superior no podrá revisar esa decisión.

No tiene facultades para ello siendo el juez de Jurisdicción Original que conoce en segundo grado de las acciones posesorias esa sentencia solo puede ser atacada por el recurso de casación interpuesto ante la Suprema Corte de Justicia.
1.4.2 Requisitos para ser Juez de Jurisdicción Original

La Constitución de la Republica Dominicana, en el artículo número 74, puesta en vigencia el 14 de agosto del año 1994, requiere de los siguientes requisitos para ser designado Juez de Primera Instancia:

(a) ser dominicano, 

(b) estar en pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos, 

(c) ser Doctor o Licenciado en Derecho, y 

(d) haber ejercido la profesión de Abogado durante dos años o haber desempeñado por igual tiempo las funciones de Juez de Paz o Fiscalizador.

Estas condiciones han sido consignadas en todas nuestras Constituciones posteriores a la Ley de Registro de Tierras, y es de esperarse que no sean variadas en lo sucesivo sino que por el contrario que sean robustecidas con la promulgación de una ley que cree la carrera judicial.

Como Jueces de Tierras los de Jurisdicción Original tienen plenitud de jurisdicción tal como lo expresa al hacer las consideraciones generales de la institución. Para el conocimiento de los asuntos designados por auto del Presidente de Tribunal de Tierras. 

Para la creación o supresión de un Juez de Jurisdicción Original no es fijo en cuanto se refiere a su asiento sino que obedece al volumen de trabajo existente en determinada localidad del país y la ley que lo crea le señala su asiento. Actualmente hay lugares en donde ha hasta seis Jueces de Jurisdicción Original como en la ciudad capital.

Los Jueces de Jurisdicción Original figuran como tribunal de primer grado en aquellas cuestiones específicamente señaladas en la ley de Registro de Tierras y en segundo grado, en materia posesoria para conocer de las apelaciones contra las sentencias de los Juzgados de Paz dictadas en relación con terrenos bajo mensura Catastral.

La competencia y facultad de los Jueces de Jurisdicción Original están previstas en los artículos números 1,7,8,9, y11 de la Ley de Registro de Tierras de todo lo cual hablamos al tratar de las consideraciones generales del Tribunal de Tierras como institución.

Las decisiones de los Jueces de Jurisdicción Original no tendrán fuerza ni efecto, o cuando se trate de medidas relativas a la instrucción de la causa, tales son los artículos números 238 y 105  de la Ley de Registro de Tierras que acabamos de indicar o las que ordenan por ejemplo, la celebración de una nueva audiencia, la citación de determinado testigo, la celebración de una nueva audiencia, una inspección de lugar o la presentación de algún documento, etc.

El concepto de lo que es realmente una medida de instrucción es algo que no esta claramente determinado en la ley, por lo que no son pocas las discusiones presentadas ante el Tribunal Superior de Tierras, en el sentido de precisar si tal o cual sentencia de Jurisdicción Original que ordena una medida previa al fallo del fondo de un asunto, debe ser o no revisada por el Tribunal Superior o lo que es lo mismo, si esa sentencia es o no apelable por las partes.

Hasta ahora el mismo, Tribunal Superior de Tierras está orientado en el sentido de considerar que todas aquellas medidas dictadas o dispuestas por los Jueces de Jurisdicción Original que no conduzcan a la ejecución de nuevos trabajos de mensuras que alteren notoriamente puede ser comprobado directamente por el juez mediante la celebración de una audiencia previamente fijada para esos fines, no son susceptibles de revisión ni de apelación.

En cambio, todas aquellas sentencias que dispongan medidas más graves, que no permitan la fijación de una nueva audiencia para comprobar si han sido ejecutadas sino que por el contrario, esa comprobación debe ser previa a la celebración de esa audiencia, deben ser revisadas por el Tribunal Superior de Tierras, y por tanto, son susceptibles a apelación, al igual que las decisiones que fallen cualquier incidente. 

CAPÍTULO II

Marco teórico
2.1 La Posesión

La posesión como derecho, la puede adquirir cualquier persona física o jurídica, ya que el poseer un derecho es poseer un poder jurídico, y para tenerlo, es suficiente con tener capacidad jurídica para ello.

Si se piensa que la posesión como hecho, la pueden tener las personas jurídicas y las personas físicas, si bien deben tener capacidad de entender y querer. Estas mismas cualidades deben tenerla a través de sus representantes legales.

En ese tenor, la posesión como derecho no se puede adquirir a través de Representantes Legales, porque se atribuye a unos sujetos concretos. Pero en ocasiones se habla de ello cuando el poseedor autoriza a otro a que realice actos que produzcan efectos respecto del derecho.

La posesión es un simple poder y se opone a la propiedad y a los otros derechos reales, que confieren a su titular un poder de derecho, por lo general, es el propietario de la cosa el cual tiene la posesión de ella.

2.1.1 Antecedentes

En el derecho Romano la posesión no constituía un derecho, sino un simple hecho, un hecho con extraordinaria importancia jurídica y efectos trascendentales. Era poseedor el que tenía poder de hecho sobre la cosa (el corpus). Esta tenencia material o física sobre una cosa es lo que denomino en el Derecho Romano como naturales possessio, que significa posesión natural. 

´´La posesión, tal como la entendían los romanos, puede ser definida: el hecho de retener en su poder una cosa corporal, reteniéndola materialmente, con la voluntad de poseerla y disponer de ella como lo haría un propietario´´5.

En el Derecho Germánico hay que conectar con la institución de la Gewere como estado de derecho. Dos circunstancias fundamentales se dan en esta institución del Derecho Germánico:

· Un señorío efectivo sobre una cosa equiparable al corpus de la posesión Romana.

· Una especialísima y privilegiada posición del titular del goce y señorío con la cosa.

La regulación que de la posesión hace el derecho canónico, difiere de la del derecho Romano en dos aspectos esenciales: primero en lo relativo a la cuasi posesión y segundo tratando de reprimir los actos violentos que perturban el estado posesorio.

2.1.2 Concepto

Etimológicamente, la posesión equivale a ´´tener, ocupar, detentar, con independencia del título y con independencia de si el que detenta tiene título para ello´´6.

En el lenguaje popular, el termino posesión se utiliza como sinónimo de propiedad pero, en el lenguaje jurídico tiene significados diferentes. En el Código Civil Dominicano, en su artículo número 2228 se refiere esta así:  ´´La posesión es la ocupación o el goce de una cosa o de un derecho que se tiene o se ejerce por propios dueños, o por otro que tiene la cosa o la ejerce en nombre´´7. En este sentido se asemeja al significado popular dado al término.

La posesión ´´Es un hecho que en principio se caracteriza por la ocupación o la aprehensión material de la cosa. Es un hecho inicial que sirve de fundamento para adquirir por prescripción, siempre que se reúnan las demás características exigidas por la Ley´´8.  Ya esta definición agrega el componente legal que fundamenta la posesión de un mueble o inmueble.

En el artículo número 2229 del Código Civil Dominicano, establece que: ´´para poder prescribir, se necesita una posesión continua ininterrumpida, pacífica, inequívoca y a título propietario´´9.

La Ley de Registro de Tierras en su artículo número 4, sobre la posesión señala; para los efectos de esta Ley de Terrenos se consideran poseídos:

· ´´Cuando se hayan cultivados o dedicados a cualquier uso lucrativo.

· Cuando se encuentran cercados por medio de empalizadas, murallas, zanjas, trochas, o en cualquiera otra forma que se presten para indicar las colindancias.

· Cuando se hayan medido por un Agrimensor Público y dicha Operación este contenida en el plano de acta de Mensura que haya sido registrada´´10.

Al seguir el criterio de la Ley de Registro de Tierras, en torno a la posesión, se observan en el artículo número 254: Las acciones posesorias relativas al terreno en los cuales se este efectuando una mensura catastral, hasta la sentencia final del Tribunal Superior de Tierras, serán sustanciadas en primer grado por los Jueces de Paz respectivos, de acuerdo con las reglas de procedimiento común. Los fallos emitidos por los Juzgados de Paz se apelaran ante el Tribunal Superior de Tierras.

A la hora de dar un concepto, se define la posesión siguiendo a Peña Bernaldo de Quirós como el ´´derecho real que consiste en una potestad de inmediata tenencia o goce conferida por el derecho con carácter provisionalmente prevalente, con independencia de que exista o no derecho real firme que justifique la atribución definitiva de esa potestad´´11.

Es también entendida como la ´´Acción que tiene por objeto el reconocimiento o protección de la posesión de un derecho real inmobiliario; se dirige a hacer cesar la turbación causada a la posesión, o a reintegrar al poseedor o tenedor en la posesión de que ha sido privado´´12. La acción posesoria prescinde de la cuestión relativa a la existencia del derecho poseído, y en ello se opone a la acción petitoria.

La posesión inmobiliaria esta fundamentada, en el criterio de que la tierra debe desempeñar una función social y útil al hombre que la labra y que con su sudor y esfuerzo pone a producir los frutos necesarios para alimentar a la humanidad. Y sobre la idea de que por justicia, quien trabaja la tierra debiera ser el propietario legitimo del predio.

La posesión sirve de pauta para la división del terreno en parcelas. En este segundo efecto, el Agrimensor tiene el deber de resolver en el plano todos los signos aparentes de posesión; y también en aquellas posesiones no aparentes, actas de mensuras y planos anteriores, que les sean revelados, esta omisión constituye un delito que está sancionado por la Ley de Registro de Tierras. La parcelación no puede hacerla el Agrimensor sin el debido criterio.

Los derechos por posesión se adquieren por prescripción adquisitiva o usucapión, que es la adquisición por el poseedor de una cosa, del derecho de propiedad o de otro derecho real sobre esa cosa, por efecto de la posesión prolongada durante cierto plazo.

Esta definición hace que aparezcan los requisitos y el efecto de la usucapión, que son que la cosa sea susceptible de posesión, es decir, que no sea abstracta, que pueda ser considerada dentro del patrimonio de una persona.

En cuanto a la naturaleza de la posesión, resulta trascendente analizarla como un derecho y en ese punto de vista, considerarla como un hecho jurídico y como un derecho provisional considerando como débil comparado con los derechos normales, por lo que el derecho de posesión provisional es vencido por el derecho normal en la adecuada contienda judicial, en que el titular de este reclame sus derechos sobre el inmueble objeto de la posesión.

Esto implica, que la posesión por más larga y pacifica que sea, es susceptible de ser perturbada cuando quien reclama este amparado por un Certificado de Título legitimo.

A grandes rasgos, la posesión cumple tres funciones sociales, en primer lugar, la protección o defensa de la posesión, con lo que la misma sería la situación jurídica que permite poner en juego la defensa del interdicto, que es el mecanismo jurídico que el ordenamiento ha establecido para defender al poseedor que no tiene que demostrar que es propietario.

La posesión es legitimadora, es decir, que da fuerza al hecho mismo de la posesión, esto en virtud de la apariencia de que una persona es propietaria, es decir que tiene la calidad para ejercitar  el derecho de posesión y si esa apariencia es manifiesta hace que los terceros confíen en ella. En tercer lugar, la posesión posibilita que quien la ostenta se convierta en propietario o adquiera otro derecho real, incluso en los casos en que no hay un derecho justificado con otro derecho. La propia posesión va a posibilitar que ese derecho que no existía y era una apariencia se convierta en un derecho real, es decir, que no sea ya una apariencia, sino que este legitimado.

El representante lleva a cabo un acto que afecta a la posesión del representado, con lo que afecta a la posesión como derecho, no posee la cosa como derecho propio y particular.

El poder de hecho lo tiene el representante, pero el poder de derecho lo obstenta el representado y los efectos de esta posesión también. Esto ocurre así, porque el representante actúa como mandatario de su representado, es decir que sus prerrogativas están delimitadas hasta el punto en que su representado le otorgue libertad,  no pudiendo el representante vender, ni enajenar ni tampoco  realizar ningún negocio jurídico sin autorización expresa.

2.1.3 Clasificación de la Posesión 

    La posesión se clasifica en:

· Posesión actual: ¨ Es la posesión que se tiene de la tierra en el momento de la mensura catastral¨13. Ésta posesión quedará comprobada en lo que respecta a su carácter visible y muy especialmente a su extensión, por la operación técnica de la mensura.

· Posesión  a Titulo de Propietario: Es cuando se posee animus domini, es decir por uno mismo.

· Posesión continua: Es aquella posesión que es mantenida sin intermitencia ni lagunas.

· Posesión inequívoca: Es aquella posesión que es mantenida de forma clara y cierta.

· Posesión ininterrumpida: Es aquella posesión que es mantenida por el ocupante sin que nadie haya ejercido actos de propietarios en su contra.

· Posesión Material: “Es aquella posesión que está caracterizada por el cultivo de frutos o cualquier fin lucrativo a que se dedique, que esté cercada o medida por algún agrimensor público”14. Tales disposiciones están protegidas por el artículo 4 de la Ley de Registro de Tierras. 

· Posesión Pacifica: Es aquella ocupación que es iniciada y mantenida sin violencia.

· Posesión Precaria: Es aquella ocupación que se tiene sin título, por simple tolerancia o inadvertencia del dueño; es también el que posee por otro y no por su cuenta.

· Posesión Pública: Es aquella posesión que está a la vista de todos.

· Posesión Teórica: Es aquella que el que la invoca la sustenta en planos y descripciones, y en la actualidad no la tiene ocupada.

2.1.4 Caracterización de la posesión

La Ley establece los modos de adquirir la posesión de un inmueble, esto es sumamente útil, pues permite el establecimiento específico de las condiciones que deben darse para considerar a una persona como poseedora legítima en materia inmobiliaria. Estas son:

Posesión por Cultivos; los terrenos que se encuentran poseídos dice la Ley número 1542 sobre Registro de Tierras, cuando se hallen cultivados o dedicados a cualquier otro uso lucrativo. Es la forma más ordinaria y corriente de exteriorizar el derecho de propiedad. El uso lucrativo quiere decir, uso provechoso, útil, si se edifica como vivienda en un terreno, si se coloca una factoría, se esta haciendo un uso lucrativo.

Posesión por Cerca; los terrenos se consideran poseídos dice la Ley número 1542 sobre Registro de Tierras, cuando se encuentren cercados por medio de empalizadas, murallas, setos, zanjas, trochas o en cualquier otra forma que se presten a indicar las colindancias. La Ley de Registro de Tierras no se contenta, empero, con emplear la palabra cerca, sino que enumera las formas como debe considerarse cercado un terreno: por medio de empalizadas, murallas, setos, zanjas y trochas.

El principio de la posesión de cercas consiste en que, la cerca “es una forma de delimitar el terreno, de separarlo de los demás, de señalar sus colindancias”15.

Lo antes afirmado, implica que en esta forma de posesión basta solamente con que este claramente determinado y dividido un espacio para colegir que le pertenece a la persona que ha colocado la cerca o la división, es decir, quien lo ha delimitado.

Posesión por Mensura, según lo establecido por la Ley número 1542 sobre Registro de Tierras, los terrenos se consideran poseídos también cuando se hayan medido por un Agrimensor Público, según constan en acta de mensura y plano. La mensura no exterioriza la posesión de modo permanente, como los cultivos y las cercas. La exteriorizan en el momento en que se realiza y nada más, deja allí algunas huellas, las trochas y los hitos.

Para poseer, es necesario el hecho y la intención. Se posee corpore y animo:

Corpore: es el elemento material, y es para el poseedor el hecho de tener la cosa físicamente en su poder;

Animo. Es el elemento intencional, y es la voluntad en el poseedor de conducirse como amo con respecto a la cosa; es lo que los comentadores llamaban el animus domini.

Todos los que reunían estos dos elementos poseían en realidad, y eran: el propietario; el que había adquirido una cosa recibiendo tradición a non domino; y el mismo ladrón, toda vez que con la retención material de la cosa robada es su voluntad disponer de ella como si fuese el amo.

Al contrario, no poseen los que no pueden tener intención de obrar como amo, con respecto a la cosa, aunque la tengan a su disposición, porque al título del cual la retienen es un reconocimiento de la propiedad de un tercero, es decir, que son el instrumento de la posesión de otro y por eso no tienen ellos mismos la posesión, sino una sencilla detentación. 

Tales son: el colono, el usufructuario, el depositario, el comodatario, y, en general, todos los que están en una situación análoga.

Sin embargo, hay algunos, principalmente el acreedor asalariado y el precarista, que son tratados con ciertas consideraciones y protegidos como si fueran poseedores. Pero esta protección, necesaria a sus intereses, se justifica por razones especiales.

Para apreciar la distinción entre los poseedores y los detentadores hay que precisar que la detentación no es solamente un hecho. No va sin ciertos animus, que es para el detentador la conciencia de tener la cosa materialmente en su poder, la voluntad de retenerla, que llaman los textos affectio tenendi. Por eso, un loco o un pupilo infans no pueden retener una cosa, aunque este bajo su mano, lo mismo que una persona que este durmiendo, porque no tendría conciencia de este estado de hecho. 

Pero no hay que confundir el animus o affectio tenendi con el animus domini.

Protección y ventajas de la posesión. Un poseedor puede ser de buena o mala fe. Es de buena fe si se cree propietario, y será de mala fe si ha tomado posesión de alguna cosa sabiendo que pertenece a otro. 

En todos los casos, sea de buena o mala fe, si el poseedor es perturbado en su posesión o es despojado por un tercero, puede dirigirse al pretor, quien, preocupándose únicamente de proteger la posesión por ella misma, se la conserva o la hace restituir por medio de una decisión llamada interdicto. Poco importa que el ataque a la posesión venga del verdadero propietario o de otra persona; el resultado es el mismo, pues sólo se trata de regular una cuestión de posesión y no de propiedad.

El propietario que quiere hacer respetar su propiedad debe recurrir a las vías de Derecho, esto es, a la rei vindicatio, y no a vías de hecho pues no es necesario que se haga justicia el mismo.

 Es con el objeto de que no se altere el orden público por lo que el pretor interviene a favor del poseedor.

La protección de los interdictos es la única ventaja que procura la posesión de mala fe; pero el Derecho Civil concede, además, a la posesión de buena fe efectos muy importantes. El poseedor de buena fe adquiere los frutos de la cosa que posee, mientras dura su buena fe.

“Para inmueble no registrados. La posesión, que conforme al Artículo número 2228 del Código Civil”...es la ocupación o el goce de una cosa o de un derecho que tenemos o ejercemos por nosotros mismos, o por otro que tiene la cosa o ejerce el derecho en nuestro nombre”, puede generar la propiedad cuando se trate de inmueble no registrados”16.

Pero deberá cumplir con las formalidades establecidas en el Articulo número 2229 del mismo Código, en cuanto a que debe ser “continua y no interrumpida, pacífica, pública, inequívoca y a título de propietario”, por el tiempo necesario para prescribir que puede ser cinco, diez o veinte años, según el caso.

Para inmueble registrados. Si el inmueble está registrado, la posesión no produce prescripción ni ningún otro efecto jurídico. Todo conforme al Artículo número 175 de la Ley de Registro de Tierras.

Para los muebles. La posesión de los muebles tiene un gran valor porque le atribuye en principio el derecho de propiedad a quien tiene el disfrute de la cosa.

Se trata de un derecho, es decir, como un ámbito de poder protegido frente a todos. El hecho de quedar la cosa sujeta a la acción de la voluntad tiene significación para adquirir la posesión; pero una vez adquirida implica un ámbito de poder protegido, aunque falte el hecho actual de tener la cosa, y aunque en el Código se denomine a veces el derecho de posesión, posesión como hecho.

De los denominados derechos reales, pues confiere un poder inmediato sobre una cosa protegido frente a todos. Dentro de los derechos reales se caracteriza la posesión porque su ámbito de poder consiste en facultades inmediato goce o tenencia sobre la cosa, que el derecho protege con carácter provisionalmente prevalente.

Pero estas facultades de dominación inmediata están con carácter provisionalmente prevalente. Es decir, el derecho de posesión, uis possessionis, prevalece de momento en los juicios posesorios, incluso frente a la propiedad, mientras no se decida en el juicio correspondiente (juicio petitorio ) quien tiene la facultad definitiva de poseer, ius posidendi.
Jordano Barea y Martín Pérez también han insistido en esta nota de provisionalidad: A la posesión depende en su vida de que el derecho de mayor rango, de definitiva y plena titularidad real no venga a desplazarlo ante terceros, la posesión goza de una tutela tan amplia bien por otros medios, como la de la propiedad frente al  derecho real. Pero ante estos titulares se encuentra una  situación de debilidad que motiva su consideración como derecho provisional.

La ley agrega tres series de efectos a la posesión: Protección mediante las acciones posesorias, presunción de propiedad, adquisición de la propiedad, este último efecto se entiendo por los modos de adquisición de la propiedad.

Una simple posesión no daría lugar a una verdadera  protección de la ley. Es necesario, para poder ejercer las acciones posesorias, que esa posesión sea pacífica, pública, continua e interrumpida, tal y como lo establece la jurisprudencia dominicana.

2.1.5 Perdida de la Posesión 

Se cesa de poseer cuando se pierde a la vez los dos elementos que forman esta posesión. Ocurre cuando la cosa llega a perecer o cuando el poseedor se deshace de ella voluntariamente, abdicando el animus domini en beneficio de un tercero.

Sin embargo como la posesión supone reunidos el hecho y la intención, se pierde también desde el momento en que el poseedor cesa de tener uno de los elementos antes mencionados. Además para perder la posesión no es necesario que otro la adquiera, es  suficiente con que ya no quiera tenerla.

La posesión se pierde cuando sobreviene un obstáculo que impide al poseedor disponer de la cosa a su voluntad, ejerciendo físicamente su poder sobre ella.

El poseedor de una cosa cesa de Poseerla  cuando el sitio donde se encuentra se hace para el inaccesible, cuando la ha perdido, ignorando en absoluto donde se encuentra y cuando otra persona se queda con ella clandestinamente o por violencia”17
La perdida de la posesión corpore, resultado de un hecho ajeno a la voluntad del poseedor, puede realizarse, aun siendo el poseedor un incapaz, como un pupilo, ocurriendo lo contrario con la perdida de la posesión animus solo, pues sólo es posible para aquel que sea capaz de disminuir su patrimonio por un acto de su voluntad.

2.1.6 Efectos de la Posesión
Desde el punto de vista del proceso de saneamiento catastral, se conocen cuales son los efectos jurídicos de ese hecho o estado de hecho que se denomina posesión  y estos son:

Presunción de propiedad: que son los elementos de juicio que hacen pensar que el poseedor es el propietario del predio. 

Protección especial con las acciones posesorias: Esto es, el establecimiento de acciones Judiciales que tienden, a garantizar que los derechos de propiedad no sean afectados por maniobras engañosas e ilegitimas.

Derecho a la percepción de los frutos: El poseedor legítimo tiene la facultad de usufructo del terreno, es decir, utilizar los frutos que de el provengan como le plazca. Esto es, puede vender o enajenar las cosechas libremente.

Derecho de retención, cuando la posesión es de buna fe esto implica que cuando el poseedor es de buena fe tiene derecho a mantener su posesión indefinidamente.

2.2 Acciones posesorias

Estas acciones corresponden al tenor de lo expresado por una mayoría de autores, a una subclasificación de las acciones inmobiliarias. Con las acciones posesorias se persigue una real y efectiva protección a la posesión; Por el contrario, la acción petitoria persigue el reconocimiento del derecho de propiedad o de cualquier otro derecho real. Las acciones posesorias son: La querella posesoria, la denuncia de obra nueva, la reintegranda.

En el antiguo derecho francés, el procedimiento  de los interdictos desapareció luego de las invasiones Bárbaras, sin embargo los tribunales colocados ante las mismas necesidades se vieron obligados a acudir a procedimientos semejantes. Las jurisdicciones eclesiásticas fueron las primeras en experimentar la necesidad de  un procedimiento más rápido destinado a hacer que cesara la violencia, crearon el interdicto de recobrar.

En el siglo XIII aparece otra acción posesoria: el interdicto de retener, se concede lo mismo en caso de despojo que en el de simple perturbación, pero se le exigió una posesión anual. Esta acción fue duplicada por un interdicto de obra nueva, designado a proteger la posesión contra las perturbaciones futuras.

2.2.1 Antecedentes

Casi siempre, a la posesión, acompaña la propiedad, puesto que el hombre no puede utilizar la cosa  que le pertenece, no teniéndola a su disposición, auque puede también separarse de manera que el propietario no la posea y que poseedor no sea el propietario, en cuyo caso subsiste de la misma manera la propiedad, porque es un derecho independiente del hecho de la posesión.

Además, la situación del que posee sin ser propietario termino por se protegida, y de su posesión nacían para el ventajas ya sancionadas por el derecho.

La teoría de la posesión se desarrollo lentamente en el Derecho Romano y más bien bajo la influencia de las necesidades prácticas que en virtud de ideas generales propiamente concebidas, de aquí la oscuridad que reinó sobre esta materia hasta el fin de la República; y de esto también la dificultad para explicar ciertas soluciones que no concuerdan entre ellas por haber sido admitidas según las necesidades del momento sin ser deducidas de principio fundamentales.

· Origen de la Protección Posesoria

Se remonta al antiguo derecho Francés, porque en el derecho Romano sólo había el interdicto posesoria, en caso de denuncia de obra nueva. En el derecho hay tres tipos de acciones de Acciones Posesorias a) La Querella Posesorias b) La denuncia de Obra Nueva c) La reintegranda.

La Querella Viene del derecho consuetudinario Francés y la Reintegranda viene del Derecho Canónico. La Única de Origen Romano es la denuncia de obra Nueva”De todas las acciones posesorias conoce el Juzgado de Paz 18
· Condiciones para actuar en lo posesorio

La acción posesoria la ejerce la persona que tiene la posesión. El poseedor de la propiedad valga la redundancia. La Protección posesoria se extiende a los que gozan de un derecho real, como por ejemplo la servidumbre. Hay servidumbres que dependen de la topografía del terreno; otras son impuestas por la ley y otras se derivan del hecho del hombre.

Las servidumbres reales continuas y aparentes  están protegidas por las acciones posesorias ya que pueden adquirirse por una posesión larga, pero las discontinuas aparentes o no aparentes, como no se pueden adquirir por prescripción no están protegidas por la acción posesoria. 

Todo demandante en interdicto posesorio debe probar el hecho de la posesión y de la turbación que dice sufrir. Pero si el demandado al justificar su posesión sostiene que la deriva de un contrato celebrado con el demandante, releva éste de la prueba de la posesión que debía hacer y al mismo tiempo queda obligado a probar la existencia del contrato que invoca..

· Caracteres de la Posesión Protegida

Para que la posesión se beneficie de la protección posesoria debe ser pacifica, pública, continua, e ininterrumpida y a título de propietario. Pero para adquirir por usucapión la posesión debe reunir todos los requisitos anteriores. Más estos requisitos no se exigen para demandar en acción posesorias, sin embargo el juez pondera estos elementos a la hora de dictaminar con su sentencia.

· El Dominio Público

Los bienes del dominio público no son susceptibles de posesión. En principio no hay protección posesoria, Sin embargo, cuando un particular obtiene una concesión administrativa, puede acudir al interdicto posesorio frente al tercer intruso que lo trata de despojar.

· Competencia y plazo

En materia posesoria el juez competente lo será el Juez de Paz siempre exista o no una mensura catastral. Sin embargo en el recurso de  apelación cuando existe una mensura el juez competente es el Juez de Jurisdicción Original mientras que si no existe  mensura catastral lo será el Juez de Primera Instancia. 

2.2.2 Concepto

Es la acción que tiene por objeto el reconocimiento o protección de la posesión de un derecho Real Inmobiliario, la cual se dirige a hacer cesar la turbación causada a la posesión o a reingresar al poseedor o tenedor en la posesión de que ha sido privado. 

Se trata de una subclasificacion de las acciones inmobiliarias, porque en materia mobiliaria el artículo número 2279 del Código Civil es un obstáculo para diferenciar lo posesoria de lo petitorio. 

Con la acción petitoria se persigue el reconocimiento del derecho de propiedad  de cualquier derecho real, como por ejemplo, el de servidumbre, pero con la acción posesoria lo que se persigue es la protección de la posesión. La posesión no es un derecho, pero ha recibido protección especial por parte del legislador.

Conviene distinguir al poseedor del detentador. El primero tiene la disposición de la cosa y se comporta, respecto de ella, como un propietario. El detentador tiene una posesión precaria y reconoce que es otro el propietario. El poseedor es quien puede ejercer la acción posesoria, no el detentador a reserva de lo que diremos en ocasión de la reintegranda.

2.2.3 Fundamentos de las acciones Posesorias

La acción posesoria trata de proteger al verdadero propietario, contrario a lo que se podría creer a simple vista. Decimos esto porque casi siempre el propietario es quien tiene la posesión, además de la propiedad: La Razón Principal de la protección posesoria es evitar perturbaciones sociales, pues es difícil de hecho que la persona que tiene la posesión permanezca tranquila cuando es perturbada en su posesión.

Las acciones posesorias se conceden a todo poseedor, ya sea de buena fe o de mala fe, para hacer que cese la perturbación dirigida contra la posesión. No existen sino en materia inmobiliaria, y son de la competencia exclusiva de los Jueces de Paz y  de los Jueces de Tierras.

Esta prohibido acumular  el juicio posesorio y el petitorio, lo cual significa: que el juez del juicio posesorio no puede fundar su resolución sobre el fondo de derecho, sino tan solo sobre el hecho de la posesión. Que desde el instante en que el pleito se haya trabado sobre el juicio posesorio, el juez del juicio petitorio no puede conocer, hasta que se haya convertido en firme la resolución sobre el juicio posesorio.

Que el demandante que haya seguido el juicio petitorio no puede intentar ya una acción posesoria, pero el demandado puede dirigirse al juez del juicio posesorio, con lo cual compete al juez del juicio petitorio a diferir su fallo.

2.2.4 Tipos de acciones Posesorias

Se encuentran en la subclasificación de las acciones inmobiliarias, que son: la Querella Posesoria, Denuncia de Obra Nueva y la Reintegranda. 

2.2.4.1 Querella Posesoria

Corresponde la Querella Posesoria a la acción que se le otorga a todo poseedor de un inmueble, en cuya posesión se siente perturbado. Esta posesión que admite una acción posesoria por turbación tiene que tener por lo menos un año antes de la referida turbación.

La turbación que requiere la ley y avala la jurisprudencia, es aquella que persigue una desposesión del 0actual poseedor. Ejemplo: el que penetra en un terreno de otro, varias veces, buscando tierra caliche para su explotación industrial.

Es la acción dada al poseedor de un derecho real inmobiliario, propiedad o desmembramiento de la propiedad para hacer cesar la turbación inferida a su posesión.

La Querella se ejerce contra el autor principal de la turbación, así como contra sus herederos y sucesores a titulo universal. Nada impide, además, que ésta sea ejercida contra los que ordenaron la turbación.

Cuando el Juez de Paz recibe una demanda que tiene por objeto una querella posesoria, debe en primer término avocarse a determinar, por los hechos establecidos, si la acción es recibible como tal. El Juez en sus motivaciones debe ser claro y preciso respecto a lo que el entiende que caracteriza  no solo la posesión, sino también la turbación alegada.

Una vez comprobada la turbación, el Juez ordenará su cesación y la reposición de la cosa a la posición en que estaba antes de la perturbación, así como condenar a daños y perjuicios, al perturbador si se solicitare.

Hay autores que prevén el caso en que tanto el demandante como el demandado califica en la posesión. El Juez de Paz debe ser cauto y justo en estas circunstancias y traer de conciliar a las partes.

2.2.4.2 Denuncia de Obra Nueva

Esta acción posesoria la ejerce el poseedor de un fundo cuando el trabajo que realice el propietario del fundo colindante puede motivar en el futuro daños a su propiedad. Ejemplo: la construcción de una empalizada que en el futuro podría cerrar la entrada del otro propietario. Es la acción dada al poseedor de un derecho Real Inmobiliario, propiedad o servidumbre, para hacer ordenar la suspensión de trabajos emprendidos sobre una finca que si causarle una turbación actual, la producirían si fueren terminados.

Al igual que la querella, se exige la prescripción de un año en posesión para poderla ejercer. Tal y como hemos dicho, la turbación es futura, no actual.

La sentencia que se evacua en estos casos debe ordenar de manera inmediata la supervisión de los trabajos, pero no la destrucción de lo ya construido, pues la turbación es eventual. 

2.2.4.3 Reintegranda

Es la acción dada al poseedor y a un simple detentador de un derecho real inmobiliario, propiedad o servidumbre, cuando ha sido despojado con violencia o por vías de hechos, para recuperar la posesión o la detentación.19
La reintegrada resulta de una desposesión, pero de manera violenta. A diferencia de las otras dos acciones, en la posesión no se exige un mínimum de tiempo basta el uso de la violencia en la desposesión.

Para poder ejercer la reintegranda se exigen dos condiciones:

a) La posesión debe ser pacífica y pública.

b) Que en la desposesion haya habido violencia

2.2.4.4 Acciones Petitorias

Con las llamadas acciones petitorias se persigue reconocer el derecho de propiedad o cualquier otro derecho real que tenga una persona.

Sobre este tema, se impone señala, que aunque el Juez de lo Petitorio lo es el de Primera Instancia, se prohíbe a los jueces no acumular lo posesorio y lo petitorio, ya sea en forma directa o indirectamente.

En consecuencia, la acción petitoria que podrá ejercerla el demandado ante una acción posesoria, cuando ésta última este terminada. En el caso de que se deje la vía de la acción petitoria, sin pasar por lo posesorio, se reconoce, la posesión que el otro tiene sobre la cosa objeto del litigio.

2.2.5 Prescripción de las acciones posesorias
“Todas las acciones, tanto reales como personales, se prescriben por veinte años, sin que este obligado el que alega esta prescripción a presentar ningún titulo al que pueda oponerse la excepción que se deduce de la mala fe”19.

Sin embargo esta prescripción será solo de diez años cuando se aplique a terrenos comuneros objetos de saneamientos catastrales, quedando reducido este último plazo a cinco años si la persona que invoca la prescripción establece la prueba de que inicio y mantuvo su posesión en calidad de accionistas del sitio comunero de que se trata.

Si se posee un bien ajeno en las condiciones fijadas por la ley se obtiene un derecho, caso en el cual la prescripción es adquisitiva o usucapión.

Prescripción extintiva extingue las acciones o derechos ajenos por no ejercerlos su titular en el campo establecido en la ley. Por Ejemplo los Honorarios a médicos prescriben en 3 años.

Adquisitiva: se aplica a la adquisición de derechos reales, es necesario poseer el bien.

Extintiva: se aplica en las obligaciones y acciones en general, en esta no hay una posesión, en esta no se adquiere ningún derecho.

2.2.5.1 Principios de la prescripción

· Universalidad de la prescripción: La prescripción se aplica a todas las personas y a todas las situaciones jurídicas, excepción a este principio es que los fiscales y los de uso público no prescriben. La prescripción obra también a favor de los incapacitados por intermedio de sus representantes legales.

· La prescripción es de orden público: Los términos establecidos por la ley para adquirir un derecho por prescripción no pueden estar sometidos a la voluntad de las partes, por que el estado tiene especial interés en que se cumplan los objetivos socioeconómicos y políticos que la institución persigue, por lo cual se descarta todas aquellas actitudes de los particulares que puedan desvirtuar su fin.

· Renuncia a la prescripción: Se admite la renuncia después de que se halla cumplido el plazo establecido, si no se ha configurado la prescripción no se puede renunciar.

La renuncia a la prescripción sólo perjudica a quien la hace: si el deudor acaparado por la prescripción de una obligación renuncia a ella, por ejemplo pagando intereses de la deuda, dicha renuncia no afecta al fiador y en caso de que el acreedor le demande la cancelación puede oponerse al pago.

· La prescripción tiene que alegarse en juicio: Quien haya cumplido los requisitos legales para prescribir puede adelantar un juicio denominado de declaratoria de pertenencia. En este caso la usucapión se ejerce como acción.

Si un poseedor es demandado por el verdadero dueño puede oponerse a la acción mediante la contra demanda o demanda de reconvención.

El hecho de cumplir el plazo de prescripción con los demás requisitos legales, genera automáticamente el derecho de propiedad, ya que la sentencia apenas es un titulo declarativo destinado a dar publicidad a la propiedad declarada ante terceros.

2.2.5.2 Prescripción adquisitiva

Es un modo de adquirir las cosas comerciales ajenas, mediante la posesión, el transcurso del tiempo y demás requisitos legales.

· Objetivos de la prescripción adquisitiva: Confiere la titularidad de derecho al poseedor: es pues tiene la aptitud necesaria para transformar a un poseedor en titular del derecho. 

Sanea la situación de derechos aparentes: propiedad aparente, sanea la propiedad que en realidad no existe, se posee título con buena fe pero se recibió el titulo de quien no es dueño y con el tiempo se vuelve una propiedad real y deja de ser aparente.

Sirve de prueba máxima del derecho real de propiedad probada la prescripción queda probada la propiedad, tan solo hay que demostrar que la posesión no tiene vicios.

Estabiliza las relaciones jurídicas sI no existiera la prescripción, las relaciones jurídicas serían infinitamente inciertas, lo que afectaría el orden económico y social.

· Características: Es un modo originario: El prescribiente no adquiere el derecho por la manifestación de la voluntad del titular anterior, y adquiere libre de todo gravamen o vicio.

Es un modo de adquirir a título singular: solo se adquieren cosas singulares o determinadas. Excepcionalmente a titulo universal como el derecho de herencia. Es a título gratuito: No implica para el poseedor un sacrificio o gravamen, es un modo de adquirir por acto  entre vivos. 

· Requisitos: Que los bienes objeto de posesión sean para el uso del comercio es decir bienes que no estén fuera del comercio como los bienes de uso público, en este caso no se puede adquirir por prescripción.

La Posesión material sin interrupción: La única posesión  verdadera es la material que contiene los elementos del corpus y el animus.

Tiempo y requisitos de ley: Tiempo: Prescripción ordinaria –posesión regular- inmuebles 10 años, posesión irregular inmuebles 20 años,  posesión regular muebles 3 años.

· La posesión en la prescripción adquisitiva:

La posesión material con el corpus y el animus es la única posesión que conduce a la adquisición del derecho  por prescripción. Los actos de mera facultad o tolerancia de un bien no generan prescripción. 

Actos de mera facultad: los que cada cual puede en lo suyo sin necesidad del consentimiento de otro, si se goza de un paisaje a través de un lote no construido, el día en que el dueño de éste lo edifique no se le puede oponer el tiempo que lleva disfrutando como impedimento para que realice la construcción.

Actos de mera tolerancia: son los que el dueño de un predio permite realizar a su vecino o aun tercero con base en las buenas relaciones de vencidad, amistad o cortesía. Corresponde al juez definir cuando un acto es de mera tolerancia o es posesorio.

Las acciones posesorias deben ejercitarse dentro del año de la perturbación de la posesión. Las mismas tienen por finalidad la cesación de esa perturbación. El interdicto de retener: esta acción se le concede al poseedor cuya posesión no está viciada y cuenta con un año de duración, para protegerle contra todas las perturbaciones de derecho o de hechos, salvo contra los despojos por violencia, que entran en la esfera del interdicto de recobrar.

2.2.6 Efectos de las Acciones Posesorias
Para Poder ejercer una acción posesoria es necesario, en primer término, que parta de la persona que real y efectivamente  tiene la posesión por Ejemplo, en el caso de una servidumbre de paso, la acción posesoria buscaría proteger el derecho de servirse de una franja de terreno sobre un predio sirviente que tiene una o varias personas, cuyo terreno no tiene salida por ese lugar. Además en la acción posesoria se le impone al demandante en el interdicto posesorio probar el hecho de la posesión así como la turbación que alega haber sufrido.

2.3 Las Sentencias

Es la decisión dictada por un Juez. Ej. Someterse a la sentencia de un tribunal, de un árbitro, de sus pares; perseguir en juicio (judgement) a una persona. 

´´Donde se halla también las piezas escritas que contiene el tenor de la decisión, los nombres de los magistrados que la han dictado, el del representante del ministerio público que ha asistido a los debates y el del archivero secretario´´20.

La palabra sentencia tiene varias acepciones. Es el parecer o dictamen que una persona puede seguir. A veces se denomina sentencia a un dicho breve que encierra doctrina y moralidad.

Nosotros consideramos la sentencia solo como un acto jurisdiccional. Como la resolución de un Juez al cual se le ha sometido un litigio o una contestación.

En sentido popular, la sentencia es la decisión rendida para terminar un juicio o la que interviene en el curso de la instancia. 

Clasificación de las sentencias

Estas se clasifican en:

  1º sentencias contradictorias y en defectos;

 2º sentencias en primera y última instancia y en instancia única;

 3º Sentencias definitivas, Previas y Mixtas.

En la primera clasificación la sentencia es contradictoria cuando han comparecido tanto el demandante como el demandado. La sentencia es en defecto, cuando no ha comparecido una de las partes, normalmente el demandado.

En la segunda clasificación las sentencias que recorriendo grados se rendirá en primera instancia en el primer grado y en última instancia. Cuando se haya dictado en el segundo grado.

En la tercera clasificación la sentencias definitivas, estas son las que deciden todo el proceso o una fase del mismo. Las sentencias previas estas son las llamadas sentencias de “antes de hacer derecho”. Son rendidas antes de decidirse el fondo. Se dictan en el curso del proceso o en ocasión de una medida de instrucción o de una medida provisional. Las sentencias mixtas son las que resuelven una parte de lo principal y a la vez ordenan una medida de instrucción o una medida provisional, estas pueden contener disposiciones de carácter interlocutorio y también definitivas21. 
2.3.1 La Sentencia en Materia Posesoria
La apelación contra una sentencia del Juez de Paz en materia posesoria, de cuyo recurso, como se ha dicho, lo conoce un Juez de Jurisdicción Original, actuando como Tribunal de Apelación. 

Estas sentencias son de las excepciones que trae la Ley de Registro de Tierras a las revisiones de Oficio que debe hacer el Tribunal Superior de Tierras respecto de todas las sentencias de los Jueces de Jurisdicción Original, y no porque la ley lo diga de esta manera, sino porque se desprende de la propia naturaleza del asunto. Estas sentencias son recurribles en casación conforme a los plazos y reglas de la ley sobre procedimiento de casación. 22  
Las apelaciones se hacen con las reglas del procedimiento del derecho común, esto se establece de modo expreso, que será preciso ajustarse a las disposiciones del Código de procedimiento Civil. Por tanto el acto de apelación, notificado por un alguacil, contendrá constitución de abogado y emplazamiento dentro de la octava franca, más los plazos de la distancia, para comparecer ante el Juez del Tribunal de Tierras que al efecto designe el Tribunal Superior para conocer del recurso. 

El intimado a su vez deberá constituir abogado. El Juez designado fijara el día de  la audiencia a petición del abogado de la parte mas diligente; y ante él, abogado de esa parte diligente citará a la otra por acto recordatorio avenir. Y la sentencia pronunciará condenación en costas contra la parte que sucumba, regla que esta establecida expresamente en la parte final del artículo número 255 de la ley número 1542 sobre Registro de Tierras.

El legislador dominicano al atribuirle competencia al Tribunal de Tierras para conocer en segundo grado, como Tribunal de apelación de las sentencias dictadas en materia posesoria por los Jueces de Paz, precisó con toda claridad que en esas apelaciones se observarán las formalidades prescritas por las leyes de derecho común, que es el procedimiento que debe seguirse para interponer este recurso, para instruirlo y para juzgarlo, sino que se extiende también a las formas de notificación de las sentencias que intervengan.

En cuanto a la notificación de la sentencia, quedara a cargo de la parte interesada, no del Tribunal de Tierras, ya que en todo se seguirá el procedimiento del derecho común. Y la sentencia así rendida por el Juez de Jurisdicción Original apoderado de la apelación, solo son susceptibles de casación. 23 

En la actualidad, el Recurso de Casación está consagrado en nuestra Constitución, en el artículo número 67, numeral 2, y sus formalidades están regidas por la Ley Número 3726 del 29 de diciembre del año 1953, mejor conocida como Ley Sobre Procedimiento de Casación. Esta ley ha experimentado diversas modificaciones, como consecuencia de la necesidad de adecuarla a las nuevas exigencias procésales y judiciales que se vienen presentando.  

Este recurso es la vía extraordinaria de derecho que tienen las partes interesadas para recurrir ante la Suprema Corte de Justicia, en función de Corte de Casación, contra las sentencias dictadas o pronunciadas en única o última instancia por los Tribunales del orden judicial que contengan o se presuma que contienen cualquier violación a la Constitución o la ley. 

La finalidad del Recurso de Casación es hacer que la Suprema Corte de Justicia examine si la Ley fue bien o mal aplicada por el Tribunal que dictó la sentencia recurrida. En ningún caso la Suprema Corte de Justicia, en funciones de Corte de Casación, puede juzgar el fondo del litigio. Sólo debe limitarse a determinar si se aplicó bien o mal la ley con la sentencia que ha sido impugnada.

El plazo para recurrir en casación en materia de tierras. Aunque el plazo para recurrir, es como se ha dicho, de dos meses o de diez días, según sea en materia civil o penal, por ser una jurisdicción especializada que tiene aspectos particulares. La ley de Registro de Tierras es clara cuando en su artículo número 132 establece que ´´El recurso de Casación podrá ejercerse contra las sentencias definitivas del Tribunal Superior de Tierras y Contra la de los Jueces de Jurisdicción Original en casos en que sean dictadas en último recurso. El recurso afectará únicamente a las parcelas a que se refiera.´´ 

Por consiguiente, el plazo para interponer el Recurso de Casación contra una sentencia dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original o del Tribunal Superior de Tierras, no comienza el día en que es notificada la sentencia, como establece la regla del derecho común, sino el día en que es fijado el dispositivo de la sentencia en la puerta principal del Tribunal que la dictó. Todo conforme a la parte in fine del mencionado Artículo número 119 de la Ley de Registro de Tierras.

Las sentencias recurribles en casación: son aquellas sentencias dictadas por el Tribunal Superior de Tierras, ya sea en sus atribuciones de Tribunal de apelación o de revisión, o en sus facultades de conocer en única instancia de ciertos asuntos, tales como el Recurso de Revisión por Causa de Fraude, conforme a los artículos número 137 y siguientes de la Ley de Registro de Tierras, pueden ser recurribles en casación, porque juzgan el fondo del asunto y lo dejan con la autoridad de la cosa juzgada para el Tribunal Superior.

También las sentencias del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original dictada en única instancia, como el delito de audiencia, o las dictadas en última instancia, como la que decide sobre un recurso de apelación en materia posesoria, pueden ser recurribles en casación, en razón de que son definitivas.

Cuando la sentencia casada hubiere sido pronunciada por un Juez de Jurisdicción Original, la Suprema Corte de Justicia dispondrá igualmente el envio del asunto por ante el Tribunal Superior de Tierras, a fin de que este apodere del caso a otro Juez de jurisdicción Original.24
El interdicto de obra nueva no es sino una variedad de retener. Se concede en caso de perturbación futura, y tiene por efecto la suspensión de los trabajos u obras ya iniciadas.

El Artículo número 254 de la Ley de Registro de Tierras. Las acciones posesorias al terreno en los cuales se este efectuando una mensura catastral, hasta la sentencia final del tribunal Superior de Tierras, serán sustanciadas en primer grado por los Jueces de Paz respectivos, de acuerdo con las reglas del procedimiento comun”25. 

Artículo número 255 de la Ley de Registro de Tierras. Los fallos  rendidos por los Jueces de Paz en tales casos son apelables por ante el Tribunal Superior de Tierras dentro de los treinta días que sigan a la notificación de la sentencia a la parte o en su domicilio, de las apelaciones conocerá  el Juez del Tribunal  de Tierras comisionado por el Tribunal Superior de Tierras, en ellas se observarán las formalidades prescritas por las leyes de derecho común, pudiendo las partes  reproducir  ante el Juez las mismas pruebas que presentaron ante el Juez de Paz y aún producir otras nuevas. La parte que sucumba será condenada en costas.

El Artículo número 256 la Ley de Registro de Tierras. No se procederá a la ejecución de una sentencia dictada por un Juez de Paz de acuerdo con esta ley, sino después que la parte que vaya a ejecutarla remita por correo certificado una copia de la sentencia al Tribunal Superior de Tierras e informe que va a llevar a cabo la ejecución. A falta del cumplimiento de esa formalidad, se tendrá la ejecución como no hecha.

El Artículo número 257 de la Ley de Registro de Tierras. En todos los casos de sentencias dictadas con arreglo al Artículo número 254, de la ley de Registro de Tierras será deber del secretario del Juzgado de Paz remitir por correo certificado una copia de ella al Tribunal de Tierras, la que será anexada al Expediente Catastral Correspondiente.

El legislador dominicano al atribuirle competencia al tribunal de Tierras para conocer en segundo grado, como Tribunal de apelación de las sentencias dictadas en materia posesoria por los Jueces de Paz, precisó con toda claridad que en esas apelaciones se observaran las formalidades prescritas por las leyes de derecho común, que es el procedimiento que debe seguirse para interponer este recurso, para instruirlo y para juzgarlo, sino que se extiende también a las formas de notificación de las sentencias que intervengan.

 Esto se explica que sea lógicamente así, porque en una litis esencialmente civil que cae por naturaleza en el ámbito del derecho común, son conocidos los litigantes por figurar en la instancia que inicia el proceso, y por consiguiente no existe demandados anónimos que deban ser notificados, para los fines de esa instancia, conforme al sistema de publicidad establecido por los artículos números 118 y 119 de la Ley de Registro de Tierras.

Debe de entenderse que eso es así, porque en el procedimiento del derecho común, cada grado de jurisdicción constituye una etapa del litigio que se inicia con la demanda y concluye la decisión que se notifica para su ejecución o para señalar el punto de partida del plazo en que debe ejercerse el recurso que fuere procedente.  26
Al señalar el artículo número 255 de la Ley de Registro de Tierras, como regla a observar la del derecho común, es obvio que la notificación de las sentencias debe realizarse conforme a los principios del procedimiento ordinario; que en esas circunstancias resulta evidente que el plazo para interponer el Recurso de Casación comienza a correr a partir de la fecha de la notificación de la sentencia y no como lo pretende la parte recurrida, a partir de su publicación conforme  a las disposiciones de los artículos números 118 y 119 ya mencionados de la ley de Registro de Tierras número 1542”(B. J. 650, Sept. Pág.1393).”

Este artículo viene a confirmar la intención del Legislador de que se cumplan a cabalidad las disposiciones y reglas del derecho común en materia posesoria, es la condenación en costas a la parte que sucumba. Como se sabe en legislación de tierras el principio, es que no haya condenación en costas, tal como lo establece de una manera expresa el artículo número 67 de la Ley de Registro de Tierras Número 1542 cuando expresa que ´´ Los abogados en ejercicio tendrán derecho a postular ante el Tribunal de Tierras; pero su ministerio no es obligatorio ante dicho Tribunal.  Por consiguiente, los interesados podrán comparecer en persona o por medio de un representante no abogado provisto de poder especial. No habrá condenación en costas. 

Con el artículo número 256, la ley de Registro de Tierras, quiere que respecto de un terreno bajo mensura catastral el Tribunal de Tierras vaya formando un expediente desde su inicio para que en el momento del saneamiento se tenga a su alcance todos los elementos de juicio necesarios para una buena depuración no solamente del derecho de propiedad sino de cada uno de los derechos reales que puedan afectar ese terreno, dado el papel activo que la ley número 1542 de Registro de Tierras acuerda a los Jueces de tierras en ese proceso.

A tal extremo ha querido la ley que esa disposición y esa intención del legislador se cumplan, que en caso de incumplimiento castiga la falta con nulidad del procedimiento de ejecución de la sentencia del Juez de Paz. La copia certificada de la sentencia que se va a ejecutar y el informe que tiene esa intención, se anexa al expediente correspondiente para los fines que puedan ser de utilidad al Juez de Jurisdicción Original que se apodere en primer grado del saneamiento. 27
Conclusiones
Las demandas sobre acciones posesorias han incidido en los Juzgados de Paz y el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original del Municipio de Santiago, sobre todo porque los individuos que elevan sus pretensiones a estos tribunales, a través de sus abogados no han podido satisfacerla conforme al procedimiento legal establecido, sino que ha tenido deficiencias y  prácticas perjudiciales en el proceso legal seguido.

Todo esto relacionado con el nivel de conocimiento de los abogados que interponen las demandas de acciones posesorias, variable ligada a la cantidad de demandas incoadas y que determinan su nivel de éxito en la instancia y los recursos que estos interponen en ambas jurisdicciones.
En  relación con el objetivo número 1 la verificación del proceso legal que se sigue en los casos de demandas sobre acciones posesorias en los Juzgados de Paz y el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de Santiago los hallazgos de la investigación fueron los siguientes: 

De los expedientes verificados en los Juzgados de Paz, la cantidad de demandas sobre  querellas posesorias correspondientes al periodo 2000- 2006 eran el 100% querellas posesorias, correspondiente  a tres (3) y en el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original no aplicó debido a que no conocieron sobre demandas posesorias.
La tendencia verificada en cuanto al proceso legal que se sigue en el Juzgado de Paz resultó que el 62.5% de los abogados utilizan el procedimiento de derecho común, en primer grado que es el Juzgado de Paz, correspondiente a la pregunta número 3 del cuestionario aplicado a los abogados litigantes en esas jurisdicciones.

 
La tendencia verificada en cuanto al proceso legal que se sigue en el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, resultó que en igual proporción del cincuenta por ciento 50% de los abogados encuestados tienden a utilizar el procedimiento común y la Ley de Registro de Tierras Número 1542, en una demanda sobre acciones posesorias correspondiente a la pregunta número 4 del cuestionario B a los abogados litigantes en esas jurisdicciones.



En relación a los Jueces estos manifestaron que se rigen por el procedimiento común en casos sobre demandas en acciones posesorias en proporción a un sesenta por ciento 60% , es decir un 40 por ciento de los jueces utilizan el código civil y un 20 por ciento utilizan el código de procedimiento civil en casos de acciones posesorias cuando le son o sean apoderados y un 40 por ciento utilizan la ley de registro de tierras número 1542.Todo esto conforme a la pregunta numero 3 del cuestionario A. Practicado a los jueces de ambas jurisdicciones.


El 62.5% de los abogados litigantes no han participado en procesos sobre demandas de acciones posesorias, tanto en el juzgado de paz como en el tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de Santiago, representando una inmensa mayoría que no posee la practica y la experiencia  en la materia en cuestión, indicando la relación entre la interposición de las demandas con el nivel de conocimiento, practica y experiencia. conforme a la interrogante número 8 del cuestionario B aplicado a los abogados litigantes en esas jurisdicciones.


Otro de los Hallazgos correspondientes a los Jueces de ambas Jurisdicciones, refleja que sólo el 20 por ciento de éstos han participado en demandas sobre acciones posesorias reflejando un nivel muy alto de un 80 por ciento de los jueces que no ha participado nunca en procesos de demandas sobre acciones posesorias. Relacionada con la Pregunta Número 2 del cuestionario A  aplicados a los Jueces. Y sólo el 40 por ciento de los jueces se ha venido desempeñando de 5 a 10 años como Juez conforme a la Pregunta Número 1 del Cuestionario A. 

Otro de los elementos hallados en esta investigación sobre el procedimiento que se sigue es en relación a los elementos que más omiten los abogados,  los jueces encuestados señalaron en un 20% veinte por ciento de los jueces consideraron que las cuestiones de hechos son los elementos que los abogados más omiten en una demanda sobre acciones posesorias mientras que el ochenta por ciento 80% de los jueces estimaron que el elemento que más omiten en el procedimiento, son las cuestiones de derecho. Conforme a la pregunta número 4 del cuestionario A. Esto incide de manera primordial en la probabilidad de éxito en la interposición de las demandas y en la eficacia de las pretensiones del demandante en acción posesoria.

De esto se desprende que los elementos que más toman en cuenta los jueces en el procedimiento para determinar el verdadero poseedor son la prescripción y la caracterización de la posesión de un 60 % de los jueces encuestados. Todo conforme a la pregunta número 5 del cuestionario A.


Sin embargo, el 60% Sesenta  por ciento de los jueces indicaron que no es necesario comunicar las decisiones sobre acciones posesorias dictadas por los juzgados de paz al Tribunal de Tierras. Todo conforme a la pregunta número 6 del cuestionario A.


El 87.5% de los abogados están de acuerdo con el procedimiento de las demandas de acciones posesorias, que rige en la actualidad, correspondiente a la pregunta número 7 del cuestionario B aplicado a los abogados litigantes en esas jurisdicciones.


El 40% Cuarenta por ciento de los jueces no están de acuerdo con el procedimiento sobre acciones posesorias, otro 40% cuarenta  por ciento de los jueces de ambas jurisdicciones  están indecisos y sólo un 20 por ciento está de acuerdo. Relacionada con la pregunta número 7 del cuestionario A.

En la relación con el objetivo número 2 en cuanto al nivel de conocimiento de los abogados sobre las demandas de acciones posesorias en los Juzgados de Paz y el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de Santiago, los hallazgos de la investigación fueron los siguientes:

Se pudo constatar que el 62.5% de los abogados encuestados contestaron que  para interponer la demanda en acción posesorias se debe estar sólo frente a terrenos sin registrar, representando un nivel alto en desconocimiento frente a las verdaderas causas que debe identificar el abogado para interponer una demanda en acción posesorias, que es por la turbación de la posesión y que sólo el 37.5% de los abogados litigantes pudo identificar esos causales, de acuerdo con la pregunta número 1 del cuestionario B aplicado a los abogados litigantes en esas jurisdicciones. 

Sin embargo el 87.5% de los abogados encuestados saben ante cual jurisdicción acudir en los casos sobre demandas de acciones posesorias y utilizan correctamente el apoderamiento del Juzgado de Paz, de acuerdo con la pregunta número 2 del cuestionario B aplicado a los abogados litigantes en esas jurisdicciones.

El nivel de conocimiento en cuanto a la competencia en apelación cuando no existe mensura, revela que el 12.5% de los abogados encuestados, expresaron que el Juzgado de Primer grado era el competente representando un nivel de conocimiento muy bajo en relación a los porcentajes de las demás alternativas, relacionada con la pregunta número 5 del cuestionario B aplicado a los abogados litigantes en esas jurisdicciones.

En cuanto al nivel de conocimiento de los plazos para poder ejercer la querella posesoria y la reintegranda un 62.5% mostró desconocimiento en cuanto a los plazos que la ley exige para ejercer la acción posesorias, de conformidad con la pregunta número 10 del cuestionario, aplicado a los abogados litigantes en esas jurisdicciones.  

Clasificación relativos a las demandas un 62.5% de los abogados no lograron distinguir los diferentes tipos de acciones posesorias representando la mayoría y un nivel de conocimiento muy bajo, de conformidad con la pregunta número 6 del cuestionario B, aplicado a los abogados litigantes en esas jurisdicciones.  

El  37.5% de los abogados encuestados dijeron que después de una sentencia de acciones posesoria en el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original ellos le aplicarían el proceso de revisión, además un 50% dijeron en apelación y un 12.5% dijeron que ningún recurso recurriría. Revelando un nivel de desconocimiento muy alto en el sentido de que no lograron determinar el recurso apropiado luego de la decisión del Juez.

En cuanto la experiencia de los abogados el 62.5% no ha participado en un proceso de demandas de acciones posesorias, relacionado con la pregunta número 8 del cuestionario, aplicado a los abogados litigantes en esas jurisdicciones.  

En la relación con el objetivo número 3 relacionado a la cantidad de demandas de acciones posesorias atendidas en los Juzgados de Paz y el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original del municipio de Santiago los hallazgos de la investigación fueron las siguientes:

La cantidad de demandas de acciones posesorias en los Juzgados de Paz y el tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de Santiago,  fueron tres en total comprendidas en el período 2000-2006.  

La cantidad en los Juzgados de Paz  que fueron atendidas  lo fue de tres, de estas demandas  en el  los años 2000 al 2003 fue atendida una (1) demanda  y de los años 2004 al 2006 fueron atendidas 2 dos demandas.

En cambio en el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original  no fueron atendidas demandas sobre acciones Posesorias, ya que no trascendieron del Juzgado de paz.

Todo esto conforme a las informaciones obtenidas a través de los libros oficiales de control de cada uno de los tribunales mencionados, relacionado con el cuadro número 1.

De los expedientes consultados en los Juzgados de Paz comprendido en el período 2000-2003 el número de expedientes fallados fue de un (1) expediente y entre el periodo 2004-2006 fue de un (1) expediente fallado para un total de dos expedientes fallados, para el período comprendido por los años 2000-2006, en el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original no aplicó debido a que no conocieron ni atendieron  demandas sobre acciones posesorias en apelación.
Dentro del período 2000-2006 sólo hubo un sólo expediente no fallado y por lo tanto pendiente de fallo en el Juzgado de Paz.
Entre el período 2000-2006 no hubo expedientes recurridos en los Juzgados de Paz y por lo tanto no trascendieron a la fase de apelación en el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original.
En relación a las observaciones directas realizadas en el tribunal, específicamente  a los expedientes fallados dentro del período 2000-2006, en la parte dispositiva de las sentencias correspondiente a los Juzgados de Paz del municipio de Santiago el 100% cien  por ciento de las decisiones rechazaban las pretensiones de los demandantes declarándose incompetentes por no observar los preceptos legales establecidos y por no conocer los elementos fundamentales sobre las demandas posesorias.
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